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Políticas públicas e planos eleitorais: Revisão teórica 
Este artigo apresenta uma revisão das teorias sobre 
o estado e abordagens da avaliação de políticas pú-
blicas com o objetivo de conectar ambas as teorias 
aos programas eleitorais. Ao fazer isso, os autores 
defendem a hipótese de que os programas são uma 
fonte primária de informação para o estudo da for-
mulação, implementação e avaliação de políticas 
públicas. Encontram-se ligações teóricas que de-
monstram que os programas eleitorais, assim como 
os partidos políticos, podem adquirir um caráter ju-
rídico. O documento fornece argumentos para de-
fender a relevância dos planos eleitorais dentro da 
disputa eleitoral. Além disso, a teoria revisada nos 
permite afirmar que estes documentos armazenam 
todas as informações que os cidadãos utilizam para 
definir seu voto e, portanto, tornam-se uma garantia 
para a avaliação do exercício político, que se cristali-
za na aplicação das políticas públicas.
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Public policy and electoral plans: Theoretical review 
This study presents a review of state theories and 
approaches to public policy evaluation with the 
objective of connecting both theories with electo-
ral programs. In doing so, the authors defend the 
hypothesis that programs are a primary source of 
information for the study of public policy formu-
lation, implementation, and evaluation. We found 
theoretical links that demonstrate that electoral 
programs, as well as political parties, can acquire 
a legal character. The work provides arguments to 
defend the relevance of electoral plans within the 
electoral contest. In addition, the reviewed theory 
allows affirming that these documents store all 
the information that citizens use to define their 
vote, therefore, they become a guarantee for the 
evaluation of the political exercise, which is crys-
tallized in the application of public policy.
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Introducción

El vocablo “plataforma” tiene su origen en el término francés plate-forme, el símil del cual en 

castellano es “plan electoral”1 o “programa electoral”. En términos de la ciencia política, un 

programa es un documento que encierra el conjunto de medidas que los partidos políticos 

se comprometen a implementar para satisfacer las demandas de sus votantes. En otras palabras, 

los programas son documentos que contienen las promesas políticas de los partidos hacia sus elec-

tores. En la mayoría de los países los partidos tienen la obligación de registrar un programa para 

poder participar en las elecciones, por lo que este puede ser definido también como el contrato 

entre partidos y votantes que se hará vigente cuando un partido gane las elecciones y asuma el 

gobierno de un país por un período de tiempo determinado.
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Los programas surgieron como pequeños folletos preelectorales. De hecho, hasta 1945 estos 

documentos eran relativamente cortos, no superaban las cinco páginas, pero, con el paso de los 

años, estos se han convertido en escritos más largos y detallados. Quizás, debido a ello, estos 

documentos han perdido credibilidad frente a los votantes; su extensión, aunque justificada por 

el incremento de actividades y responsabilidades del gobierno a medida que surgen numerosos 

colectivos de presión, no es atractiva para el ciudadano medio. Al respecto, aunque la eviden-

cia empírica, a través de encuestas, señala que los programas son irrelevantes en las campañas 

electorales, estos siguen siendo el vínculo de comunicación entre los partidos y los votantes.  

Los programas, al abarcar temas de actualidad que preocupan a los ciudadanos, conducen al debate 

y a la discusión política. Aunque hace ya muchos años que los discursos de los candidatos son el 

medio principal de sociabilización de sus posiciones políticas, actualmente esos mismos discursos 

y las redes sociales permiten la difusión concisa de los programas. Es a través de estos medios que 

las plataformas políticas cobran vigencia.

Los programas son también el registro histórico de los perfiles de los diferentes tipos de 

partidos. Durante muchas décadas la política mundial registró el bipartidismo como el sistema 

de partidos imperante en la gran mayoría de los países, mientras que hoy, en ese mismo contexto, 

se habla de pluralidad de partidos. Del mismo modo, el programa es un documento que sirve de 

dato para valorar la capacidad predictiva de los partidos frente a la situación y actualidad de los 

países, puesto que una vez los partidos llegan al poder deciden si sus propuestas pueden o no ser 

aplicadas. Existe una base de datos, El Manifesto Project, conocida actualmente como Manifesto 

Research on Political Representation (MARPOR), la cual se ocupa del análisis de contenido de los 

programas electorales de 1.197 partidos de 61 países. Esta base ha permitido desarrollar nume-

rosas investigaciones que atienden temas relacionados con la competición partidaria, elaboración 

de política pública, identificación de preferencias ciudadanas y posicionamiento de los partidos, 

entre muchos otros. También existen numerosas investigaciones acerca de las políticas públicas 

aplicadas por los gobiernos ejercidos por los diferentes partidos. Aunque existe una brecha amplia 

entre las propuestas de política pública y la que realmente se aplica, las medidas propuestas son el 

punto de partida tanto para la diferenciación de intereses y acciones de los partidos como para la 

gestión de las administraciones.

Por todo ello, este trabajo se interesa en presentar un compendio teórico tanto de la teoría del 

Estado como de la teoría acerca de la evaluación de la política pública y el vínculo de ambas con los 

programas electorales. Esta revisión tiene como objetivo resaltar cómo los programas electorales 

al igual que los partidos políticos tienen un planteamiento teórico sustentado desde la teoría del 
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Estado, la cual a su vez se ha traslado a las teorías que defienden la necesidad de la evaluación de 

la política pública; todo explicado por el hecho de que los programas electorales contienen política 

pública expresada como promesas de los políticos hacia sus votantes para satisfacer sus demandas. 

Así, este artículo defiende la hipótesis de que los programas son una fuente de información prima-

ria para el estudio de la formulación, aplicación y evaluación de la política pública. De este modo, 

este documento se suma al debate acerca de la relevancia de los programas tanto para la contienda 

electoral como para la toma de decisión de los votantes, considerando como variable vinculante 

entre ambos actores la política pública.

Este artículo aborda el relevante tema de los planes electorales que no ha sido muy atendido 

por la academia. Hoy ante la masiva participación de los ciudadanos en la vida política, ante el 

rompimiento del bipartidismo como sistema de partidos dominante en muchas economías y ante 

el ciento de manifestaciones de los ciudadanos alrededor del mundo por la pérdida de credibilidad 

en sus políticos y por su incumplimiento de promesas, el tema sigue vigente. Es necesario que se 

haga el llamado desde la academia al reconocimiento del programa electoral como documento 

jurídico y como elemento clave para la evaluación de la política económica.

Después de esta breve introducción, este texto presenta los apartados de teoría y evidencia. 

Posteriormente, en un cuarto apartado, aborda las conclusiones y finalmente se cierra con las refe-

rencias bibliográficas.

Apuntes sobre la teoría del Estado

El estudio de los planes de gobierno se enmarca en la teoría del Estado, que se reseña desde 

Hobbes (1966 [1651]). Sin embargo, hay dos salvedades relacionadas con el origen de esta teoría 

que se deben mencionar; primero, Platón, en su obra La república,2 dio impulso a las ideas de lo que 

debería ser un estado y un individuo justo, sentando así las bases del papel del Estado. Segundo,  

fue Maquiavelo quien popularizó el término “Estado” en su obra El príncipe, de 1532.

El grueso de autores que se han interesado por construir un marco teórico que explique tanto 

las relaciones de poder público como las interacciones entre los gobernantes y los gobernados es 

amplio, además de los ya mencionados, están Aristóteles, con su obra La política, en la cual definió 

las diferentes formas de gobierno;3 Polibio, quien postuló la teoría del gobierno mixto como una 

forma de equilibrio de gobierno determinado por la combinación de poderes de la monarquía, 

de la aristocracia y de la democracia; y Cicerón, que, en su obra Tratado de la república, planteó 

una teoría del Estado ya no desde la visión platónica y aristotélica de Estado ideal, sino desde la 

legitimación del Estado existente. Cicerón también hace énfasis en un concepto de Estado que 
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represente los derechos de todos los ciudadanos, es decir, otro de los temas centrales en su obra es 

la igualdad de todas las personas ante la ley, incluidos los gobernantes, para asegurar así el control 

del poder. San Agustín hizo sus aportaciones a la teoría del Estado en su obra La ciudad de Dios, 

en la cual el autor dio un giro en la interpretación del Estado con respecto a los autores anteriores; 

para él, el Estado debe ser entendido como un medio y no como un fin, puesto que el fin de este es 

el bien común. San Agustín afirma que el Estado está determinado por un grupo de hombres dota-

dos de razón y vinculados por intereses en común. Bodin (1992 [1576]) en su obra Los seis libros 

de la República, plasmó la teoría de la Soberanía, la cual definió en dos sentidos: En primer lugar, 

esta debe ser entendida como un poder superior que recae tanto sobre los ciudadanos como sobre 

los súbditos fuera de la ley; en segundo lugar, dicha soberanía tiene la potestad de crear y derogar 

leyes. Con estas dos definiciones, Bodin determinó la soberanía como el poder único, supremo e 

indivisible capaz de evitar la rebelión de los súbditos.

Aunque los referentes anteriores destacan dentro de la teoría del Estado, es sólo a partir 

de Hobbes (1966 [1651]) cuando se empieza a referenciar la teoría estatal. Este autor, basándose 

en las obras de Maquiavelo (2010 [1532]) y Bodin (1992 [1576]), elaboró un método científico 

para entender el Estado, sentó las bases de la doctrina política y, a su vez, esbozó dentro de ella el 

surgimiento del Estado a través de su personaje Leviatán. Hobbes define el Estado como el poder 

absoluto que mana de un pacto entre iguales en el que todos renuncian a su libertad y se someten 

a ese poder absoluto, para el cual este es único y los demás son súbditos. De este modo, se crea 

paralelamente la sociedad civil y el poder capaz de mantener el pacto que se ha firmado. Dicho 

proceso explica, según el autor, la salida del Estado de naturaleza de los individuos en búsqueda de 

seguridad y prosperidad. Posteriormente, estos argumentos son analizados e interpretados por un 

conjunto de autores, tales como Locke (1999 [1689-1690])4 y Rosseau (1999). La discusión central 

de estos autores, denominados contractualistas, se basa en el análisis de la relación hombre-Estado, 

diferenciando cada uno de ellos entre el papel del estado natural del ser y su interés en salir o no 

salir de él mediante un pacto conducente a un gobierno legítimo. Así por ejemplo, Hobbes centra 

su análisis en la relación Estado de naturaleza-sociedad civil, definiendo el primer componente 

como un estado de guerra, mientras que Locke (1999) fundamenta su análisis en la relación Estado 

de naturaleza-estado de guerra y sociedad civil, pero aduce en este caso el autor que el Estado de 

naturaleza es un estado de Paz, el cual se convierte en estado de guerra porque el hombre viola la 

ley natural, y una vez esto se da no existe un mecanismo capaz de restablecer el orden. Rousseau 

(1999), por su parte, centra su estudio en la relación Estado de naturaleza-sociedad civil-república, 
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y, del mismo modo que Locke, define el estado de naturaleza como un estado de paz, arguyendo 

que el hombre que no ha vivido en la civilización es bueno y sociable.

Este primer planteamiento sobre la teoría del Estado es cuestionado por un grupo de autores 

que se distancian tanto de la definición Estado como del método de estudio de este. La primera 

versión acerca de la teoría del Estado lo define como una forma jurídica desde una óptica política 

y filosófica. En este sentido, los nuevos teóricos redefinen el concepto de Estado afirmando que este 

es un ente político al que hay que darle forma jurídica y que, por tanto, la óptica de análisis debe 

ser exclusivamente jurídica.

La nueva teoría del Estado (NTE) surge en Alemania a principios del siglo XIX con la obra 

de Gerber (1971 [1880]),5 Grundzüge eines Systems des deutschen Straatrecht [Fundamentos de un 

sistema del derecho político alemán]. Las aportaciones de esta obra inician la construcción jurídi-

co-política de la NTE, basada en el positivismo jurídico. Al lado de Gerber, autores como Laband 

(1979 [1876]), Jellinek (1981 [1900]) y Heller (1998 [1929-1930]) aíslan la teoría del Estado del 

área de estudios de la teoría política general. Laband, en su obra Das Straatschts des deutschen 

Reiches [El derecho público del Imperio Alemán], se concentra tanto en el análisis del Derecho 

Público como en el estudio de las normas del Derecho Positivo. Jellinek, en su obra Allgemeine 

Staatslehre [Teoría general del Estado], establece dos facetas del Estado: La primera se concentra en 

la determinación de una Doctrina General del Estado, que tiene como objetivo encontrar el princi-

pio fundamental del Estado y determinar a través de la ciencia los fenómenos generales del mismo 

y sus principales determinantes; la segunda se dedica, por el contrario, a la determinación de una 

Doctrina Particular del Estado, que se enfoca en el estudio de las instituciones del Estado, diferen-

ciando entre las instituciones de los Estados en general y las instituciones de un Estado en parti-

cular. En el desarrollo de su obra, Jellinek (1981 [1900]) define el Estado como una forma social y 

una institución jurídica, por lo cual, arguye, este debe ser estudiado tanto por la teoría jurídica del 

Estado (método jurídico) como por la teoría social del Estado (método de las ciencias naturales). 

Heller (1998 [1929-1930]), por su parte, en su obra Staatslehre [Teoría del Estado] fundamenta el 

análisis del Estado bajo la óptica de la sociología, haciendo énfasis en los hechos reales que se dan 

en el vínculo del Estado con estamentos como la sociedad, la economía, el derecho y los partidos 

políticos, entre otros. En otras palabras, este autor defendió y aplicó el método científico-realista.

Con base en las obras de estos cuatro autores, la NTE se define como una ciencia que se 

ocupa de construir un marco teórico para el estudio del Estado (objeto de estudio). Para ello, el 

método de estudio del Estado pasa del análisis político y filosófico al jurista y sociológico. Por tanto,  

con los nuevos planteamientos teóricos, la NTE ofrece las herramientas jurídicas y sociológicas 
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que permiten definir el Estado moderno, sus instituciones y las interrelaciones que se pueden dar 

entre dichas instituciones. Finalmente, esta teoría permite entender que la vieja teoría del Estado 

caducó por ser estática y particular a los orígenes de los primeros pensadores. Es decir, con la NTE 

se entiende que la existencia del Estado es el resultado de la evolución cultural de los pueblos.

Este cuerpo teórico definió también las funciones del Estado, las cuales están apoyadas en 

los preceptos de la teoría preestatal. Así, por ejemplo, Aristóteles, en Política, afirmó que adminis-

trar, gobernar y juzgar eran funciones que deberían ejecutar los diferentes órganos deliberativos, 

como la magistratura y los judiciales. Polibio, en Historias, Cicerón, en Tratado de la república 

y Tratado de las leyes catilinarias, y Santo Tomás sentaron las bases de la división de poderes, y 

Locke, por su parte, defendió la supremacía de la ley, a través del Poder Legislativo, sobre el Poder 

Ejecutivo y federativo. Sin embargo, la rama de la teoría del Estado relacionada con las funciones 

del Estado toma como referente el trabajo de Montesquieu (1984 [1748]). El autor delimita las fun-

ciones del Estado mediante la doctrina de separación de poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial.  

Con esta división, Montesquieu enfatizó más la separación de funciones que la separación de 

poderes, puesto que el poder es uno solo, afirma él. Con esta aportación a la teoría constituciona-

lista del Estado, se delimita la función administrativa, legislativa y jurisdiccional de los órganos, 

que a su vez se deben crear de manera diferenciada, pero que representan en cada uno de estos 

niveles al Estado. De este modo, se asegura el cumplimiento de la premisa de la doctrina planteada 

por Montesquieu, el poder debe contener al poder. Es así como surgen los diferentes órganos 

del Estado: el Ejecutivo, el presidente y los ministros; el Legislativo, las cámaras y el congreso;  

y el Judicial, las cortes (tribunales) de justicia y juzgados del Estado.

El vínculo de este cuerpo teórico con los Planes Electorales se origina con la especificación de 

las funciones de cada uno de estos poderes, la cual, a su vez, se relaciona con la teoría de la repre-

sentación. Retomando a Hobbes (1966 [1651]), la representación se explica por el poder absoluto 

que mana de un pacto entre iguales en el que todos renuncian a su libertad y se someten a ese 

poder absoluto, para el cual este es único y los demás son súbditos. Es decir, se identifica un pacto 

de representación, el Estado, que a través de sus gobernantes representará los intereses de sus súb-

ditos. Es así como dentro de la teoría del Estado se abre la vertiente de la teoría de la representación. 

De esta manera, para Locke (1999 [1689-1690]), el Estado debe representar al pueblo, pero bajo 

un sistema institucional que limite su poder, para ello, su tesis se fundamenta en la subordinación 

de los poderes al poder Legislativo, que es el delegado del pueblo. Para Rousseau (1999), aunque el 

Estado sea representativo del pueblo, es este último quien tiene la soberanía. En su teoría, Rousseau 

presenta la tesis de la representación fraccionada, la cual postula que la soberanía del pueblo es 
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la suma de las distintas fracciones que componen el pueblo, por tanto, la representación también 

debe ser fraccionada. La teoría de este último autor fue refutada por Constant (2010 [1816]),6 

quien asevera que la soberanía es indivisible, arguye que la representación se fundamenta en la 

soberanía, y que, por tanto, esta se debe interpretar como el asentimiento de todos. Del mismo 

modo que los autores previos, Constant (2010 [1816]) afirma que es a través de las leyes como se 

asegura la soberanía. La NTE, por su parte, realiza sus aportaciones a la representación a partir de 

la obra de Jellinek (1981 [1900]) en la cual se define que el representante del Estado, al cumplir la 

función de representación, se vincula con la función del Estado, y, por tanto, dicho representante 

debe reconocerse como funcionario del Estado.

Tanto la doctrina de la división de poderes de Montesquieu como la teoría de la representa-

ción, al ser ramas de la teoría del Estado, definen intrínsecamente las funciones de este. Tomando 

como referente la definición de representación de Sartori (1999 [1987]), actuación en nombre de 

otro en atención a sus intereses, y los tres poderes señalados en la teoría montesqueniana, los elegi-

dos por el pueblo, representantes, deben velar por proveer una administración ética de los recursos 

públicos, ofrecer una seguridad social y jurídica, y buscar un desarrollo y crecimiento económico 

que mejore siempre la calidad de vida de los ciudadanos. Bajo las aportaciones de la NTE se definió 

el Estado de derecho, el cual fue posteriormente ampliado por Kelsen (1960 [1934]), y con ello 

todas las funciones del Estado son una envolvente de este, puesto que para esta parte de la teoría 

el Estado se entiende como el ámbito de aplicación del derecho. Por tanto, dichas funciones deben 

desarrollarse de tal modo que se respeten las garantías constitucionales y las libertades civiles, 

asegurando así la presencia de ese Estado de derecho bajo el cual se rige la economía mundial.

El cumplimiento de las funciones descritas del Estado exige, desde el surgimiento de la teoría 

del Estado, la formulación de normas y leyes, las ideas planteadas por Locke (1999 [1689-1690]), 

Rousseau (1999) y políticas y planes que permitan alcanzar los intereses de los ciudadanos. Las nor-

mas y leyes que en un principio se enfocaban en la construcción del Estado, hoy, además de ello, velan 

por el mantenimiento y la defensa de los derechos de los ciudadanos. Las políticas, tanto en la teoría 

preestatal como en los orígenes de la teoría estatal, se concentraban en la recaudación, sin hacer énfa-

sis en la mejora de la distribución. En la actualidad, las políticas, además de tributarias, se centran en 

las mejoras del bienestar social y se presentan segmentadas por objetivos estatales que siempre deben 

priorizar los colectivos menos favorecidos. Este giro en el método de procedimiento de los represen-

tantes en la búsqueda del bien común y el desarrollo de las sociedades se explica por la transición del 

Estado de un mandato imperativo a un mandato determinado por la representación democrática. 

Con ello, la representación basada en la soberanía del pueblo pasó de los órganos e instituciones 
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estatales a los partidos políticos, los cuales tienen la potestad de exigir cuentas y explicaciones a sus 

representantes acerca de los resultados obtenidos bajo sus gobiernos o cargos.

Hasta aquí la teoría clásica del Estado definió la primera versión de la teoría de la represen-

tación, y teóricos como Pitkin (1985 [1967]), Diggs (1968), Laporta (1989), Sartori (1999 [1987]), 

Bobbio (1988), Didier (1997), Ferrajoli (2007), Rehfeld (2009) y Lifante (2009) construyen la teoría 

moderna de la representación y, con ello, consolidan la relevancia de los programas en la deter-

minación de la política pública. En su obra, Pitkin (1985 [1967]) constituye el concepto de repre-

sentación desde cinco dimensiones: Autorización, perspectiva de la responsabilidad, descriptiva, 

simbólica y sustantiva. Las dos primeras dimensiones definen las características del representante 

y son identificadas por la autora como dimensiones formalistas; las tres siguientes identifican el 

papel o la función de los representantes. Diggs (1968) diferencia entre la representación descriptiva 

y la representación práctica. Para este autor, ambos tipos de representación se distinguen en cuanto 

al papel que un intermediario juega en ellas; en el primer caso este agente es una representación, 

mientras que en el segundo caso el intermediario sí es un representante. De este modo, el autor 

identifica familias de representación compuestas por diferentes formas también de representa-

ción. Laporta (1989) agrupa las cinco dimensiones presentadas por Pitkin (1985 [1967]) en dos:  

la representación descriptiva y la representación normativa. En la primera categoría integra la 

representación descriptiva y la simbólica, y en la segunda incluye la representación de autoriza-

ción, de responsabilidad y la sustantiva. A partir de estos lineamientos, Sartori (1999 [1987]) ela-

bora el concepto de representación jurídica y representación política, y Bobbio (1988) construye 

el concepto de representatividad desde dos ópticas, representante como delegado y representante 

como fiduciario. En este contexto, Didier (1997) reelabora los conceptos de Laporta (1989) de 

representación descriptiva y normativa, y Ferrajoli (2007), a partir de Sartori (1999 [1987]), rede-

fine el concepto de representación jurídica. Para este mismo autor, la representación jurídica es 

una relación bipersonal entre el cliente y el representante, con definición previa de los parámetros,  

considerando siempre que la acción del representante afecta directamente al representado. Ferrajoli 

(2007) identifica tres tipos de representación jurídica: Voluntaria, necesaria y orgánica, cada una de 

las cuales identifica el tipo de representado y, por tanto, el papel del representante. Rehfeld (2009) 

retoma a Bobbio (1988) y define la representación mediante tres nuevos elementos: El objetivo,  

el juicio empleado por el representante (propio o del representado) y las sanciones y sus efectos. Así, 

para este autor, el representante delegado actúa siempre en interés del representado, considerando 

su juicio y previendo las sanciones, mientras que el representante fideicomisario propende por el 

interés general y siempre bajo su juicio, debido a que este no está sujeto a sanciones. Finalmente, 
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Lifante (2009) define la representación sujeta al derecho. La autora parte de la representación prác-

tica e identifica tres tipos de representación: individual, institucional y colectiva. La representación 

individual es, a su vez, dividida en representación legal y representación voluntaria. La representa-

ción institucional es una relación en la cual el representado no es independiente del representante. 

La representación colectiva se aplica a colectivos, como, por ejemplo, trabajadores o estudiantes.

A través del desarrollo de la teoría moderna de la representación se puede afirmar que el 

programa electoral es un documento que acredita que los partidos políticos son representantes 

de sus respectivos seguidores. Cabe destacar cómo los avances de este esquema teórico definen 

la representación política; por ejemplo, Bobbio (1988) afirma que los representantes políticos son 

representantes que velan por los intereses generales y, por tanto, son representantes fiduciarios;  

en esta misma línea está Lifante (2009) con su categoría de representación colectiva.

En la actualidad, todas las políticas conducentes a la consecución de los objetivos de los gober-

nantes, y, por tanto, determinadas por los intereses de los votantes (ciudadanos), se presentan en los 

programas de los partidos políticos, conocidos también como Planes de Gobierno. Dichos progra-

mas muestran la identidad política de los partidos, señalando, a través de ellos, su ideología. Por otro 

lado, debe señalarse que el programa de gobierno es diferente del programa electoral. El primer con-

tiene los dogmas de los partidos acerca de su posición política para diversos ámbitos, es la identidad 

del partido, y los planteamientos en él incluidos son de largo plazo. El segundo incluye los análisis 

y posicionamientos de la coyuntura actual del país. Los programas electorales son presentados en 

las campañas electorales y contienen propuestas y medidas para adoptar frente a problemas que los 

votantes expresan como necesidades que deberán ser atendidas por los gobiernos que se elegirán en 

breve. En este caso, las medidas y los planteamientos son de corto y mediano plazo para desarrollar 

en un período de gobierno. En resumen, los programas electorales se fundamentan en los principios 

del programa de gobierno del partido y agregan los intereses y los diferentes retos que militantes y 

ciudadanos esperan que se atiendan en el inmediato período de gobierno.

El principal determinante en la construcción de un programa es la elaboración del plan de 

gobierno de los partidos. De este modo, los estatutos y los documentos que identifican la ideología 

que caracterizan a los partidos son la base de los programas de carácter coyuntural. El segundo 

fundamento de los programas está explicado por los acontecimientos coyunturales en términos 

sociales y económicos que los ciudadanos demandan que sean atendidos con urgencia por los 

próximos gobernantes. Una vez escrito, definido y sociabilizado a través de la campaña electoral, 

el programa del candidato vencedor debe insertarse dentro del plan de desarrollo exigido a los 

gobernantes, como documento de compromiso y de control para el seguimiento de sus funciones.



10

Dilemas, Rev. Estud. Conflito Controle Soc. – Rio de Janeiro – Vol. 17 – no 1 – 2024 – e 53616  
Luz Dary Ramírez Franco﻿ e Antonio Sánchez Andrés﻿

Un programa electoral puede definirse como el contrato firmado entre candidatos y electores 

para un período de gobierno, a través del cual se asegura que el crecimiento y el desarrollo del país 

mejorarán en pro de un incremento del bienestar de los ciudadanos. En esta misma dirección, 

el programa es un instrumento que permite el control político y social mediante la rendición 

de cuentas a los ciudadanos, por ello, el programa se hace efectivo al ser incluido en el Plan de 

Desarrollo que los candidatos elegidos deben presentar como pacto social entre comunidad y 

Estado para propulsar el desarrollo territorial de los países durante un período de gobierno. 

Por otro lado, los programas deben considerarse también como los instrumentos de referencia 

para el proceso de transición entre el gobierno saliente y el gobierno entrante. Dicha articulación 

debe realizarse mediante el intercambio de información entre las administraciones salientes y 

entrantes, con el objetivo de construir una base de datos acerca de la gestión pública, y así poder 

dar continuidad, mejorar o eliminar procesos conducentes al desarrollo de la entidad.

Aunque los planes de gobierno se definen con la teoría del Estado, identificando las funciones 

de este y los intereses de los ciudadanos, como ya se señaló, la elaboración de estos se fundamenta 

en la teoría de los partidos políticos. La bibliografía al respecto es muy ampla, de un lado están 

los clásicos, Ostrogorski (2018 [1902]), Michels (1962 [1911]) y Weber (1968 [1922]), seguidos 

estos de un grupo de estudiosos tales como Merriam (1923), Schattschneider (1942) y Key (1949).  

De otro lado, la ciencia política identifica y compila la teoría de los partidos políticos como una de 

sus ramas por medio de los trabajos que se desarrollan a lo largo de las décadas de los años 1950, 

1960 y 1970. Algunos de estos trabajos son desarrollados por Duverger (1959), Ranney y Kendall 

(1954), Neumann (1956), Eldersveld (1964), Sorauf (1964), La Palombara y Weiner (1966), 

Epstein (1977), Lipset y Rokkan (1967) y Sartori (2005). Este compendio de estudios define el 

marco teórico y empírico sobre el cual se explica el origen de los partidos, los sistemas de partidos 

y sus funciones. Parte de este marco teórico explica los determinantes de la construcción de los 

programas: Schattschneider (1942) expone que los programas electorales se realizan mediante los 

aportes de los miembros de los partidos políticos; Downs (1957) defiende que los programas se 

elaboran bajo el precepto de maximización de votos y que dicho plan no necesariamente es cono-

cido por todos los miembros del partido; y May (1973) afirma que el programa electoral surge del 

trabajo de subgrupos del partido que están interesados en ello.

Revisión de la teoría de evaluación de la política pública y su vínculo con los  

planes electorales

La evaluación de los programas se enmarca en la Ciencia Política, particularmente, en el 

área del estudio de las políticas públicas. El interés por la evaluación de tales políticas se explica, 
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de un lado, por el deseo de conocer la realidad en términos cuantitativos (BACON, 1985 [1585]) 

y, de otro lado, por el afán de estudiar los resultados y efectos de las políticas públicas sobre el 

crecimiento y desarrollo de las economías. Al respecto, la teoría señala como trabajo pionero el 

estudio de los efectos de los programas de la Great Society,7 incluidos en el plan del presidente esta-

dounidense Lyndon Johnson en 1964. En la actualidad, la evaluación de las políticas y programas 

electorales también se entiende como un control de gasto público y como un determinante de la 

estructura presupuestaria. Además, en las últimas décadas la evaluación de los resultados de las 

políticas públicas también incluye una valoración del cumplimiento de las promesas de los partidos 

políticos y sus representantes (OECD, 1991, 1992, 2001 y 2006). Aunado a estos intereses se cons-

truye el concepto de evaluación, delimitado para el campo de las políticas y programas públicos.  

El término “evaluación” proviene del latín valere, que significa “estimar, apreciar, calcular el valor de 

algo”. La evaluación de las políticas públicas conserva la esencia de este concepto, aunque el mismo 

se traduce al lenguaje técnico de la disciplina. De esta manera, la evaluación de políticas públicas está 

compuesta por los aportes de diferentes autores, pudiéndose agregar como sigue: Es el estudio obje-

tivo y científico, a través de diferentes métodos de investigación, de los resultados a corto y largo plazo 

de las políticas propuestas y ejecutadas sobre los diferentes agentes económicos. En otras palabras, la 

evaluación es un examen del diseño, la ejecución y la utilidad de los programas políticos, que se lleva 

a cabo a través de la recolección de información y su respectivo análisis coste-beneficio (DYE, 2013; 

EPSTEIN; TRIPODI, 1977; GUBA; LINCOLN, 1981, 1989; PATTON 1987; RUTMAN, 1977; 

SHADISH, COOK; LEVITON, 1991; SHADISH; REICHARDT, 1987).

Como ya se mencionó, el método inductivo (cuantitativo) baconiano es el trabajo base sobre 

el cual se inicia el estudio de los fenómenos económicos y sociales. Son Graunt (1977 [1662]) 

y Petty (1992 [1691]) quienes aplican por primera vez esta metodología. Graunt realiza estu-

dios demográficos y de epidemiología, dando origen así a la estadística demográfico-sanitaria; 

Petty, por su parte, propone el método de la aritmética política, cuyo propósito es formular en 

términos cuantitativos la interpretación de la realidad económica. Sin embargo, es la estadística 

alemana (Universitätsstatistik), a través de Conring (1606-1681), en Ankersmit (2023), la que 

se define como la Ciencia del Estado. Conring es pionero en la interpretación de los hechos del 

Estado, mientras que Achenwall identifica y define la estadística como una ciencia autónoma, la 

cual, a través de la sistematización de datos, sería la guía de los futuros gobernantes. Sobre estas 

bases, durante la primera mitad del siglo XIX surge el movimiento estadístico de Gran Bretaña, 

el cual desarrolla la estadística numérica. No obstante, este movimiento separa la recolección de 

información de la teoría matemática de las probabilidades, por lo que la teoría estadística, como 
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tal, se remonta a la teoría matemática de las probabilidades de la escuela francesa, a partir del 

trabajo pionero de Fermat y Pascal (654) y Skyrms (1983), quienes sientan las bases del cálculo de 

probabilidades y de la teoría de juegos.

Así pues, bajo el marco teórico de la aritmética política, la estadística alemana y la teoría 

matemática de las probabilidades se realizan los primeros trabajos de evaluación de las políticas 

propuestas y aplicadas por los gobiernos, trabajos que, como se observa, sirven a su vez para deli-

mitar la teoría y la metodología para la evaluación de dichas medidas. Sin embargo, la evaluación 

de los programas políticos y las medidas en ellos propuestas ha estado influenciada desde entonces 

por hechos tales como cambios ideológicos, políticos y sociales; y, además, por la ampliación de 

programas de bienestar social e innovación de las diferentes metodologías de investigación social 

(ROSSI; LIPSEY; HENRY, 2003), a partir de lo cual el proceso de evaluación sobre el tema se puede 

presentar segmentado en diferentes etapas.

La primera etapa, denominada de introducción o nacimiento de la evaluación, relaciona evi-

dencia acerca de la evaluación de políticas y programas públicos desde principios del siglo XX, 

como, por ejemplo, el trabajo de Binet y Simón (1904), conocido como el test de inteligencia de 

Binet y Simón, a través del cual se introduce el experimentalismo como enfoque científico para 

el análisis de la administración pública. Así también, en los años 1930 se evalúan los programas 

del New Deal de Roosevelt (1933-1945), que se habían implementado como una salida a la Gran 

Depresión de 1929. Del mismo modo, se referencia el trabajo de Tyler (2004 [1959]), quien plantea 

un modelo de evaluación sistemática consistente en evaluar en términos de la relación resultados-

-objetivos. Estos dos trabajos, y algunos más sobre salud pública, abren las puertas a la internacio-

nalización de la evaluación. Es así como, tras la Segunda Guerra Mundial, el estudio de programas 

y políticas mediante técnicas de investigación social se expande desde las economías anglosajonas 

a Europa del Norte. En esta ocasión, el interés que motiva la evaluación se explica por la necesidad 

de conocer los resultados de los diferentes programas sociales que se habían implementado en un 

intento de recuperación de las economías y las sociedades a nivel de todos los estratos sociales.

La segunda etapa de la evaluación como línea de investigación, definida como el período 

de consolidación, se da entre las décadas de los años 1960 y 1970. Se afirma que la evaluación de 

políticas públicas se dinamiza o toma impulso en los Estados Unidos, considerando como trabajo 

pionero, como ya se señaló, la evaluación de los programas de la Great Society. Asimismo, en la 

década de los años 1970, se amplía a toda la Administración federal norteamericana la reforma 

presupuestaria conocida como el Sistema de Planes, Programas y Presupuestos (PPBS, por su 

denominación en inglés, Planning, Programming and Budgeting System).8 El PPBS tiene como 
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objetivo determinar el gasto en función de sus resultados y su aporte a los distintos objetivos de las 

diferentes unidades y servicios públicos, a partir de lo cual se espera poder realizar análisis com-

parativos, una vez agrupados los programas de acuerdo con los resultados del impacto del gasto. 

Aunque esta metodología no consigue arrojar estimaciones robustas que expliquen los resultados 

de la intervención pública, sí sirve de antecedente para entender las carencias en la formación 

de las bases de datos y la forma de estudiar el papel de la intervención pública en las economías.  

El afianzamiento de la evaluación como disciplina reguladora de los recursos del Estado se apoya 

también en el campo académico, además de ser respaldada con la creación de instituciones encar-

gadas de validarla y ejecutarla. Es así como desde el campo académico surge un compendio de 

revistas que abordan el tema con profesionalismo y ciencia, Evaluation Review, Evaluation and 

Program Planning y Evaluation Studies Review Annual. En cuanto a la institucionalización, Estados 

Unidos introduce la Sunset Legislation9 (Legislación de Caducidad), la cual es un mecanismo que 

determina fechas límites a agencias, políticas y programas públicos, cuya continuidad está con-

dicionada a que estos entes demuestren su eficacia a través de una evaluación periódica. Una de 

las instituciones emblemáticas que dan solidez y fuerza al proceso de evaluación es la Oficina 

General de Rendición de Cuentas (la GAO por su nombre en inglés, General Accountability Office), 

fundada en Estados Unidos en 1921.10 Esta institución nace con la aprobación del PPBS, y su 

función principal es investigar y controlar cómo se gasta el dinero público; en concreto, esta oficina 

funciona como una auditora, controlando la documentación contable. Tras la Segunda Guerra 

Mundial, la GAO se centra en realizar las auditorías financieras globales; es a partir de la década 

de los años 1960 que este organismo se introduce en la evaluación de los programas públicos.  

De este modo, la teoría señala que, desde 1967 hasta la actualidad, la GAO es la entidad encargada 

de evaluar los programas y las políticas públicas de los Estados Unidos.

Este proceso de consolidación de la evaluación de políticas es aceptado y adoptado por algunas 

economías, como Gran Bretaña, Canadá, Suecia, Alemania y Holanda. En el caso del Reino Unido, 

en 1970, con la reorganización del Gobierno Central (libro blanco), se crea el Comité de Revisión 

de la Política Central (Central Policy Review Staff [CPRS]).11 En un primer momento, Edward 

Heath funda esta institución como fuente de asesoramiento político, con el encargo de informar al 

primer ministro, y es posteriormente que este órgano deriva en un Think tank (laboratorio/tanque 

de ideas) compuesto por académicos, funcionarios del gobierno y empresarios, con la misión de 

generar un paquete de propuestas de evaluación para los programas de los diferentes gabinetes 

gubernamentales. En esta misma dirección, Reino Unido crea el sistema de Informe de Análisis de 

Programas, Program Analysis and Review (PAR), con el objetivo de introducir a los departamentos 
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ministeriales en el proceso de evaluación. Bajo el Gobierno de Thatcher ambas instituciones desa-

parecen y son sustituidas por Efficiency Strategy (ES) y Financial Management Initiative (FMI).  

Por otro lado, Alemania y Canadá aplican la ley Sunset de Estados Unidos, concretamente, utilizan 

el método de evaluación experimental iniciado en Estados Unidos sobre programas de educación 

y sanidad, con el fin de evaluar los resultados y así poder decidir si extiende su aplicación a todo el 

territorio (DERLIEN, 1999). Suecia, a mediados de los años 1960, crea la Oficina Nacional Auditora 

(National Audit Bureau), con el fin de informar al gobierno central acerca de los resultados de los 

programas sociales. Holanda, por su parte, instituye, a través del Ministerio de Hacienda, el Comité 

Interdepartamental para el Desarrollo del Análisis de las Políticas (COBA). Así, este grupo de paí-

ses sienta las bases institucionales de la evaluación de políticas públicas.

La tercera etapa que caracteriza los programas de evaluación se da a partir de los años 

1980. Una vez identificada y sociabilizada la institucionalización de la evaluación, las economías 

empiezan a dar relevancia a los resultados e impactos que esa evaluación arroja. Del mismo modo,  

la evaluación supera la fase de ser un proyecto de los parlamentos, razón por la que las oficinas 

auditoras se convierten durante este período en entes endógenos al sistema de evaluación. Durante 

esta década se da prioridad a la maximización de los recursos públicos, para ello, la metodología 

consiste en elegir entre varias opciones de política, y de acuerdo con sus resultados definir las 

que pueden continuar y las que no (DERLIEN, 2001). Por todo ello, la teoría identifica la década 

de los años 1980 como el período en el cual se implementa la evaluación de las políticas públicas 

en la gran mayoría de las economías desarrolladas, y el período de consolidación de la institu-

cionalización, para la cual los actores principales ya no son los administradores de programas,  

sino las oficinas auditoras, los Ministerios de Hacienda y las Unidades centrales. Estos organismos 

se encargan de presentar un presupuesto racional a través del cual se responde a cuestiones como 

la continuación o eliminación de programas, las privatizaciones de entidades públicas y la maxi-

mización del rendimiento del dinero público.

La década de los 1990 da entrada a la cuarta etapa de la evaluación. La implementación y 

formalización del modelo neoliberal exige a las economías redefinir las funciones del Estado,12 

proceso que se orienta desde las economías desarrolladas hacia las economías en vía de desarrollo. 

Concretamente, el modelo neoliberal exige una reducción del tamaño del Estado (privatización de 

empresas estatales) y la creación de programas de integración, regionalización y globalización de 

las economías, todo ello considerando el sistema financiero y la innovación tecnológica como los 

motores del crecimiento y desarrollo económico, el “Consenso de Washington”.13 Todo este pro-

ceso conduce, además, a grandes cambios en las instituciones políticas y sociales de los países que 
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se integran en él. De este modo, los partidos políticos tienen que adaptarse a las nuevas realida-

des ofreciendo programas menos ideológicos (proceso de desideologización) y más pragmáticos, 

orientados hacia la acción, enfocados en dar soluciones a los problemas sociales que priorizarán 

los votantes. Así, ante la reducción del tamaño del Estado y el proceso de ajuste de los partidos 

políticos, la evaluación de los programas pasa a un segundo plano. Durante los años 1990 el interés 

es la reducción de Programas y la liberalización de las economías, bajo la premisa de la actuación 

de las libres fuerzas del mercado. El Estado deja de ser un ente regulador, y, por tanto, el equilibrio 

de los mercados, el bienestar de las economías y el crecimiento económico quedan supeditados al 

actuar de la oferta y la demanda de cada uno de los mercados, a partir de lo cual se amplía también 

la internalización de la sociedad. En resumen, la evaluación de las políticas públicas durante los 

años 1990 decrece en los países en vía de desarrollo y se mantiene en los países industrializados. 

Aun así, las características de la evaluación durante este período conservan elementos de la década 

de los años 1980, como por ejemplo la monitorización y cálculo del rendimiento (performance 

measurement) por medio de indicadores de desempeño (inputs, outputs y actividades, entre otros) 

de las instituciones y órganos públicos. Como ya se mencionó, la evaluación de la efectividad de 

las políticas públicas se relega, y en su lugar se da prioridad a la satisfacción de los usuarios de los 

servicios públicos.

La quinta etapa de la evaluación se deriva de los resultados de todos los cambios sufridos por 

la economía mundial después de la primera década de aplicación del modelo neoliberal. Al inicio 

del milenio 2000 las distintas economías se caracterizan por presentar un funcionamiento similar 

en aspectos económicos, financieros y comerciales. Del mismo modo, los agentes económicos con-

vergen en sus preferencias y comportamientos. Todo ello se explica por la aplicación del modelo de 

apertura económica antes mencionado (APPADURAI, 2001). Ante el impacto general de la apertura 

sobre la economía mundial, el interés por la evaluación y los resultados de dicho proceso también son 

de alcance mundial. Numerosos estudios académicos e informes de organizaciones internacionales 

(NACIONES UNIDAS, 2000), como del Fondo Monetario Internacional (FMI, 2009) y la Organización 

para la cooperación y el desarrollo económico (OECD, 2009), iniciaron el debate acerca de los resul-

tados de la globalización. Los adeptos de la globalización, Ohmae (2000), Reich (1991), Soros (2005), 

Nayyar (2000), hacen énfasis en los resultados positivos de dicho proceso, mientras que los anti-

globalizadores hacen hincapié en sus efectos negativos (AMIN, 2001; GARCÍA-MORALES, 2001; 

SELA, 2000). En esta ambigüedad, y ante el nuevo orden internacional instaurado, la evalua-

ción de las políticas públicas retoma el método científico-experimental de los años 1950-1960.  

Como novedad, en esta etapa la evaluación se extiende a las políticas de medio ambiente.
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A partir de lo anteriormente comentado, se puede afirmar que el cuadro resumen de la evo-

lución histórica del desarrollo de la evaluación está determinado por la evidencia empírica que 

surge de su estudio, la cual, a su vez, está explicada por el contexto político social y económico 

que la economía mundial ha ido sufriendo. A su vez, el desarrollo de la evaluación ha implicado la 

institucionalización y generalización de esta en todos los ámbitos del sector público.

Aunque en este apartado se hace referencia directa a la evolución de la evaluación de la polí-

tica pública y no concretamente a la evaluación de la política pública consignada y ejecutada por 

cuenta de los programas electorales, esta reseña se justifica en el hecho de que los planes electorales 

son considerados por muchos autores como documentos relevantes y significativos para llevar 

a cabo dicho objetivo (DOWNS, 1957; KÖRÖSÉNYI; SEBŐK, 2013; MANIN; PRZEWORSKI; 

STOKES, 1999). Más aún, autores como Klingemann, Hofferbert y Budge (1994) y McDonald y 

Budge (2005) afirman que las políticas presentadas en los programas electorales reflejan las polí-

ticas que los gobiernos/partidos aplicarán una vez ganen las elecciones. También existen inves-

tigaciones empíricas que muestran que los partidos políticos de los países europeos cumplen en 

un 70% sus promesas electorales (BARA, 2005; HOFFERBERT; KLINGEMANN; BUDGE, 1994; 

MCCLUSKEY, 2008; RALLINGS, 1987; THOMSON, 2001). Es decir, la política pública evaluada 

hasta hoy debería estar registrada en un alto porcentaje en los programas electorales.

Por otro lado, los programas electorales, de acuerdo también a la teoría antes citada y a la 

evidencia empírica (decisiones de votantes, campañas electorales y formación de coaliciones), 

legitiman la democracia, son documentos que sirven para la rendición de cuentas de los represen-

tantes políticos, facilitan la formación de coaliciones y, si son coherentes y consistentes, ayudan a 

la estabilidad política.

Con base en lo anteriormente explicado este estudio defiende la relevancia de los programas 

electorales. Sin embargo, y con el ánimo de ser objetivos, este artículo presenta algunos de los argu-

mentos que la literatura señala como determinantes de la irrelevancia de los programas electorales. 

Por ejemplo, Popkin (1991) argumenta que los votantes suelen tomar atajos, es decir, en lugar 

de analizar detenidamente los programas electorales, confían en indicadores como la afiliación 

partidista o la imagen del candidato para decidir su voto. Downs (1957) arguye que la moderación 

en promesas y posiciones que adoptan los políticos para atraer votantes puede conducir a una 

falta de diferenciación significativa entre los programas de los diferentes partidos y que esto, a 

su vez, resta relevancia a esos documentos. Converse (1964) expone que la participación política 

de los ciudadanos es limitada debido a la falta de credibilidad en los políticos. Caplan (2007),  

por su parte, defiende la teoría del voto racionalmente equivocado, a través de la cual, dado el 
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coste que implica cambiar ciertas creencias, los votantes prefieren mantener creencias irracionales;  

por ejemplo, mantener creencias antimercado o incluso aquellas que no son óptimas para la eco-

nomía. En efecto, este mismo autor sugiere que una vía para dar solución a esta situación es una 

mayor educación económica para los ciudadanos.

También existen algunos autores que han estudiado la relación entre las propuestas políticas 

electorales y las acciones de los partidos una vez son elegidos, encontrando resultados contradicto-

rios, lo cual siembra dudas, según estos autores, acerca de la importancia no solo de los programas 

electorales, sino también de los partidos para la formulación de las políticas públicas dentro de la 

forma de gobierno, democracia representativa (BROUARD et al., 2018). Otra observación es que 

solidificar los gobiernos a través de coaliciones, sobre todo cuando están en minoría, les permite 

obtener ventajas para el cumplimiento de sus promesas.

Desde otra perspectiva, y aunque no está totalmente teorizado, muchos son los gremios 

que arguyen que los programas electorales no son relevantes, simplemente porque casi nadie los 

lee o porque la política/promesas en ellos consignada no se cumple. Al respecto, la Fundación 

Transforma España observó, a partir de una encuesta, que a pesar de que el 80% de los encuestados 

considera que los programas electorales son relevantes para la toma de decisión acerca del voto, 

solo cuatro de cada 10 de estos ciudadanos afirma leerlos antes de ir a votar. Además, solo el 0,2% 

de esos mismos encuestados cree que las promesas contenidas en los programas se cumplen. Del 

mismo modo, la prensa da cuenta de la problemática acerca de la falta de interés de los ciudadanos:

Entrevista de los autores al Politólogo Fernando Casal Bertoa, profesor de la Universidad de Nottingham: Profesor, 

¿por qué algunos blogueros, periodistas y ciudadanos no dan relevancia a los programas electorales?

Profesor: “Porque nadie se los lee realmente y, lo peor, los partidos tienden a incumplirlos, desafortunadamente” 

(HERNÁNDEZ, 2022).

“Los programas electorales: entre la realidad y la ciencia ficción” (CASTELLANO, 2016).

“Pero, ¿quién se lee los programas?

Aparentemente poca gente. Según una encuesta realizada este mismo año por Sigma dos y la Fundación 

Transforma España, en la que se han estudiado los hábitos de una muestra de población general de 1.000 ciuda-

danos españoles, el 38,6% de los encuestados asegura que se lee siempre los programas electorales, mientras que 

un 41,1% afirma que los ha leído alguna vez. Eso es lo que declaran que hacen los votantes al encuestador, lo que 

no quiere decir que lo hagan” (MARTÍNEZ, 2015).

“Los ciudadanos castigan a los políticos que no cumplen su programa electoral” (GÓMEZ, 2014).

A pesar de todo, este artículo ratifica que los programas electorales sí que han sido y siguen 

siendo, mediante la difusión de sus contenidos, no solo a través de los métodos tradicionales, 

meetings, diarios, televisión, radio, debates y, los nuevos, redes sociales, documentos claves para 

informar al grueso de los votantes sobre las propuestas e intenciones de los candidatos al poder.
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Manifesto Research on Political Representation (MARPOR)

El MARPOR es una base de datos que reúne el contenido de 4.476 programas presentados 

por 1.172 partidos de 61 países. Esta base de datos determina, bajo la metodología de análisis de 

contenido de textos políticos, las preferencias políticas o, lo que es lo mismo, la oferta electoral de 

los partidos políticos y su posicionamiento ideológico con base en el programa electoral corres-

pondiente a cada partido y a cada año electoral.

El MARPOR codifica la información contenida en los programas electorales o equivalentes 

(otros documentos votados por los órganos del partido, entrevistas al líder o al secretario), y esta 

codificación se hace con base en una guía detallada que se les entrega a los codificadores, com-

puesta por normas y reglas de decisión, las cuales son las indicaciones específicas para construir 

lo que el proyecto denomina el esquema de clasificación estándar del Manifesto Project: prefe-

rencias sobre sistema político, política y políticas en siete áreas de actuación gubernamental.  

La unidad de codificación es la cuasi-frase, formada por un conjunto de palabras que susten-

tan un único argumento político; no se puede considerar una palabra aislada porque esta no 

encierra una posición sobre un tema.

El esquema de la base de datos contiene 56 categorías distribuidas en siete grandes domi-

nios (Relaciones Exteriores, Libertad y Democracia, Sistema Político, Economía, Bienestar Social 

y Calidad de Vida, Tejido Social y Grupos Sociales); cada una de estas áreas está compuesta por 

un conjunto de categorías que en algunos casos tienen una interpretación posicional, es decir,  

son bipolares. El proceso y la definición del esquema está fundamentado en la teoría de la relevan-

cia (saliency), el modelo de los partidos responsables y el método comparado. El primer plante-

amiento teórico postula que los partidos utilizan el énfasis selectivo para competir por los votos, 

así, la frecuencia de aparición de una categoría (código) indica el interés de un partido por un 

determinado tema. El modelo de los partidos responsables expone que los votantes eligen entre 

dos o más partidos y que estos toman su decisión con base en el desempeño y en las políticas que 

los partidos en el gobierno han aplicado, de esta manera, el modelo describe en el lado de la oferta 

a los partidos políticos y en el lado de la demanda a los votantes; estos dos agentes intercambian 

votos e información, respectivamente, a través de los programas electorales; los votantes premian o 

castigan a los partidos considerando el cumplimiento o no de las promesas que aquellos documen-

tos consignan. Finalmente, el esquema del MARPOR se evalúa para todos los países y partidos, 

porque solo de este modo los datos favorecen el análisis comparado, razón de ser de la base de 

datos (ARES; VOLKENS, 2017; ALONSO; VOLKENS; GÓMEZ, 2012).
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Aunque existen críticas tanto a la metodología utilizada por el MARPOR como a la informa-

ción que arroja, esta ha demostrado ser sólida y fiable precisamente porque, por un lado, responde 

correctamente a las mismas afirmando que la unidad, cuasi-frase, se mantiene porque captura 

ideas completas frente a las palabras aisladas que requieren de la opinión de expertos, y, por otro 

lado, esta unidad es menos sensible a variaciones de espacio y tiempo. En cuanto a los cuestio-

namientos acerca de la fiabilidad de la información, se sostiene que la codificación manual es 

más confiable que la computacional debido a que solo las personas tienen la capacidad de dar 

significado a las cuasi-frases, a la vez que pueden eliminar las variaciones insignificantes del texto. 

Además, la codificación manual garantiza la fiabilidad debido a la capacitación y pruebas a las 

que se someten los candidatos a codificadores. Por otro lado, el MARPOR ha servido de inspira-

ción a otros dos proyectos: El Euromanifestos Project (WÜRST; VOLKENS, 2003), que codifica 

los programas de las elecciones al Parlamento Europeo, y el Regional Manifestos Project puesto 

en marcha en el año 2010, proyecto de investigación financiado por el Ministerio de Economía 

y Competitividad del Gobierno de España dentro del Plan Nacional de I+D+i que tiene como 

objetivo medir las preferencias políticas de los partidos que compiten en elecciones regionales, 

y que ofrece, por tanto, datos acerca de las elecciones autonómicas de España y datos para las 

elecciones regionales de Escocia, Gales e Italia. Finalmente, el propio MARPOR, en 2014, creó 

una base de datos denominada Scope, Range, and Extent of Manifesto Project Data Usage (SRE) que 

almacena las investigaciones que lo citan, ya sea porque utilizan empíricamente la base de datos, 

o simplemente la referencian, o porque usan exclusivamente la metodología del MARPOR. Hasta 

la fecha el SRE almacena 414 artículos publicados en revistas de alto impacto entre 2015 y 2019 

(ARES; VOLKENS, 2017; ALONSO; VOLKENS; GÓMEZ, 2012).

Este apartado confirma como a través de la academia los programas electorales han tomado 

fuerza para ser considerados fuente primaria para el análisis de la política pública.

Conclusiones

Este artículo muestra el vínculo existente entre la teoría, la evaluación de la política pública 

y los planes electorales. La descripción de las teorías generales del Estado y el desarrollo de la 

evolución de las políticas públicas presentadas en el cuerpo del trabajo demuestran la hipóte-

sis planteada acerca de la relevancia de los programas presentados por los partidos políticos en 

la contienda electoral. Existe un grupo de intelectuales, seguidos por periodistas y ciudadanos,  

que demeritan el papel de los programas electorales. Este grupo afirma que esos documentos, 

debido a su formato y a su amplitud, no son del interés de los votantes y que, por tanto, no tienen 
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relevancia en las campañas electorales ni en el planteamiento y aplicación de las políticas públi-

cas. Existe un segundo grupo que escribe y opina en dirección contraria al anterior. Hay un gran 

número de trabajos que defienden que los planes electorales sí son documentos relevantes tanto 

para la toma de decisión de los votantes como para la valoración de las políticas públicas regis-

tradas y adoptadas por los partidos gobernantes. Este documento muestra cómo, aunque los 

programas electorales no tienen carácter jurídico, estos son en la práctica el contrato que firman 

políticos y votantes en las campañas electorales. La teoría del Estado, con su rama de la teoría de 

la representación y los planteamientos modernos de la misma, da formalidad a los programas,  

y el amplio uso de la base de datos MARPOR valida la relevancia de los registros de política pública 

en los programas electorales, los cuales son y serán fuente de información primaria para valorar las 

medidas propuestas y aplicadas por los gobiernos.

Este artículo también presenta la evolución y los resultados de los métodos y las etapas de 

las teorías que plantean la necesidad de evaluar la política pública. Así, la primera etapa se define 

como la etapa de nacimiento de la evaluación y data de principios del siglo XX. La segunda etapa 

está definida como una etapa de consolidación de la evaluación de políticas públicas y se da entre 

las décadas de los años 1960 y 1970. La tercera etapa se da a partir de los años 1980; una vez 

identificada y sociabilizada la institucionalización de la evaluación, las economías empiezan a dar 

relevancia a los resultados e impactos que esa evaluación arroja. La década de los 1990 da entrada 

a la cuarta etapa de la evaluación; la implementación y formalización del modelo neoliberal exige 

a las economías redefinir las funciones del Estado proceso que se orienta desde las economías 

desarrolladas hacia las economías en vía de desarrollo. La quinta etapa de la evaluación se deriva 

de los resultados de todos los cambios sufridos por la economía mundial después de la primera 

década de aplicación del modelo neoliberal; ante el nuevo orden internacional establecido por el 

modelo neoliberal, la evaluación de las políticas públicas retoma el método científico-experimen-

tal de los años 1950 y 1960. Como novedad, en esta etapa la evaluación se extiende a las políticas de 

medio ambiente. Como analista del tema, estoy segura de que si se comparan los resultados de este 

proceso con los planes electorales presentados en cada una de esas etapas se debe encontrar una 

alta concordancia entre los contenidos de esos planes y las políticas aplicadas; como ya se señaló, 

autores como McCluskey (2008), Rallings (1987), Thomson (2001), Bara (2005) y Hofferbert. 

Klingemann y Budge (1994) afirman que los planes electorales se cumplen en un alto porcentaje.

La revisión de la evaluación de las políticas públicas es relevante tanto desde la perspectiva 

teórica como desde la empírica, por varias razones. Primero, los resultados proporcionan informa-

ción acerca de las actividades y funciones de los agentes públicos y permiten determinar si estos 
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cumplen sus funciones o no. Segundo, con base en los resultados de políticas evaluadas, los agentes 

públicos tendrán un escenario más claro para tomar decisiones que los conduzcan al logro de sus 

objetivos. Tercero, la evaluación de medidas públicas proporciona mecanismos de control admi-

nistrativo, de legalidad y financieros. Finalmente, la evaluación de políticas públicas contribuye 

a la detección y corrección de errores para futuros proyectos, y sirve como herramienta para la 

factibilidad de nuevos programas, planes o medidas de interés público. Al respecto, los programas 

electorales como fuente de información son un recurso subyacente a la valoración de la política 

pública, debido a que estos deben ser entendidos como un contrato entre partidos y votantes,  

pues es a través de la difusión de estos que los ciudadanos conocen la oferta, en términos de polí-

tica, de los partidos para satisfacer sus demandas.

Finalmente, el MARPOR, a través de su solidez y extensión, valida la definición de los pro-

gramas electorales como fuente de información primaria para la evaluación de la política pública. 

Además, esta base de datos afirma que el programa electoral es un documento que los partidos 

políticos presentan a sus electores como la directriz de sus objetivos y de sus tendencias ideoló-

gicas. Esta base de datos también considera que el estudio de los programas electorales facilita el 

análisis comparativo tanto en el interior del partido como entre partidos, debido a que estos se 

presentan para cada año electoral y contienen tanto temas diversos como comunes en términos de 

política pública (ARES; VOLKENS, 2017; ALONSO; VOLKENS; GÓMEZ, 2012).

Notas

1 En Estados Unidos lo llaman plataforma y en Reino Unido manifesto.

2 La traducción exacta de este sería “régimen o gobierno de la polis (o ciudad-estado)”.

3 Monarquía, aristocracia, democracia, tiranía, oligarquía y oclocracia.

4 En Dos ensayos sobre el gobierno civil (1689-1690). Aquí se reseña la edición de 2002.

5 Parte de esta obra es la conocida Grundzüge eines Systems des deutschen Straatrecht (Fundamentos de un sistema del derecho 
político alemán) (GERBE, 1865).

6 Redactado en 1806, pero publicado sólo parcialmente en vida del autor, este libro no había tenido hasta el presente una 
edición íntegra en español. Aquí se cita la edición de 2010.

7 Nombre con el que Lyndon B. Johnson denominó su programa de bienestar social de 1964. La evaluación se realizó para el 
ítem de “Guerra contra la pobreza”, presentado ese mismo año por Johnson, en el cual, además, contenía políticas de seguridad, 
de vivienda y educación.

8 El PPBS es la Ley de Presupuesto y Contabilidad de 1921 (“Budget and Accounting Act”; 31 United States Code. Secc.709), que 
se sanciona para controlar los fondos públicos federales, dado el fuerte incremento del déficit provocado por la Primera Guerra 
Mundial.

9 Mecanismo legislativo que tiene sus orígenes en la Ley Romana de Mandato, a través de la cual, en la época de la República 
Romana, la licencia de poderes al senado para la recaudación de impuestos especiales y para activar las tropas era controlada 
en tiempo y medida. El sistema Sunset en Estados Unidos nace en Colorado, Acta de 1976; posteriormente, en 1978, esta se 
extendió a 26 estados.
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10 Denominada hasta 2004 como General Accounting (Oficina General de Contabilidad).

11 El CPRS fue una unidad independiente del gabinete del Reino Unido que tenía como función desarrollar nuevas estrategias 
de evaluación, a la vez crear una política coordinada por los diferentes departamentos de gobierno.

12 El neoliberalismo como modelo económico se instauró en los países del Cono Sur en los años 1970. Sin embargo, este se 
institucionalizó y se generalizó en América Latina entre mediados de los 1980 y principios de los 1990. También es importante 
remarcar que algunos autores como Altvater (2000) y Kuri Gaytán (2003) señalan diferentes oleadas de la globalización.

13 Término acuñado por Williamson, un asesor político del Fondo Monetario Internacional, para codificar las políticas de libera-
lización económica promovidas por las instituciones financieras internacionales, como el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional, como herramientas de crecimiento y desarrollo de las economías pobres. Posteriormente, este término fue utili-
zado por los economistas como sinónimo de “neoliberalismo”.
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Este artículo presenta una revisión de las teorías 
del Estado y de los planteamientos acerca de la 
evaluación de la política pública con el objetivo 
de conectar ambas teorías con los programas 
electorales. Con ello, los autores defienden la hi-
pótesis de que los programas son una fuente de 
información primaria para el estudio de la formu-
lación, aplicación y evaluación de la política públi-
ca. Se encuentran vínculos teóricos que demues-
tran que los programas electorales al igual que 
los partidos políticos pueden adquirir el carácter 
jurídico. Este trabajo aporta argumentos para de-
fender la relevancia de los planes electorales den-
tro de la contienda electoral. Además, la teoría 
revisada permite afirmar que estos documentos 
almacenan toda la información que los ciudada-
nos utilizan para definir su voto, por tanto, estos 
se convierten en una garantía para la evaluación 
del ejercicio político, la cual se cristaliza en la apli-
cación de la política pública.

Palabras clave: Planes electorales; Estado; políti-
ca pública; MARPOR; partidos políticos

Luz Dary Ramírez Franco (luz.ramirez@uv.es) 
es economista, máster en Economía y doctora en 
Ciencias Políticas. Actualmente es profesora ayu-
dante doctora del Departamento de Economía 
Aplicada de la Facultad de Economía de la 
Universidad de Valencia. Sus campos de investiga-
ción están relacionados con el análisis de la política 
económica y está vinculada al grupo de investiga-
ción Política Comparada y Desarrollo, reconocido 
por la Universidad de Valencia.

 https://orcid.org/0000-0001-6886-4938?lang=en

Antonio Sánchez Andrés (tono.sanchez@uv.es) 
es economista y doctor en Economía. Actualmente 
es profesor titular del Departamento de Economía 
Aplicada de la Facultad de Economía de la 
Universidad de Valencia. Es coordinador general, 
en representación de España de los Simposios 
Hispano-Rusos (dieciséis ediciones en total) y coor-
dinador de las Jornadas de Transición Económica 
(diez ediciones en total) y director de la unidad de 
investigación “Formaciones Sociales en Transición”, 
grupo de investigación reconocido oficialmente por 
la Universidad de Valencia, que registra en su página 
web como “Política Comparada y Desarrollo”.

 https://orcid.org/0000-0001-7303-5624

Colaboradores

LDRF y ASA trabajaron juntos en todo momento. 
Se realizaron reuniones para discutir la idea y los 
avances. Ambos dieron lecturas de revisión al docu-
mento. Para el cierre de este, cada uno lo leyó por 
separado y, finalmente, LDRF se encargó de editar 
bajo las directrices de la Dilemas: Revista de Estudos 

de Conflito e Controle Social.

Recebido em: 23/07/2022
Aprovado em: 13/11/2023

Editor responsável: Michel Misse

https://orcid.org/0000-0001-6886-4938?lang=en
https://orcid.org/0000-0001-7303-5624

	_Hlk102220937

